Informe sobre la discriminación contra la mujer en asuntos relacionados con la nacionalidad, incluyendo su impacto en la infancia. Resolución del Consejo de Derechos  Humanos 20/4
La nacionalidad constituye el vínculo legal que une y relaciona a una persona con el Estado del que forme parte o, en su caso, con la comunidad nacional organizada respectiva; constituye un estado civil y un derecho fundamental. En otras palabras, la nacionalidad hace referencia, por un lado, al estado propio de la persona nacida o naturalizada en una nación, y, por otro, a la condición o carácter social, cultural y espacial, de la persona de esa nación, además de ser un punto de conexión potencial.
Conforme al criterio del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, discriminar consiste en tratar de modo diferente, sin justificación objetiva y razonable, a personas situadas en posiciones comparables. La carencia de justificación objetiva y razonable significa que la distinción no persigue un fin legítimo, o que carece de una relación de proporcionalidad justificada entre los medios empleados y la finalidad perseguida.

Por otro lado, continua el alto Tribunal “Los Estados gozan de un cierto margen de apreciación para determinar en qué medida las diferencias entre unas situaciones y otras justifican las diferencias de trato. La apreciación de este margen depende de las circunstancias, los ámbitos y el contexto”.
El articulo 1 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, describe la discriminación como toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil u otra, entendiendose, por lo tanto, que el parámetro de la nacionalidad forma parte de dicho elenco.
Por otro lado, las personas pueden ser nacionales, extranjeras en términos legales, inmigrantes ilegales, apatridas, solicitantes de asilo y refugiadas. Asimismo, se considera como persona extranjera aquella que reside en un Estado que no es el de su nacionalidad. 

En términos de nacionalidad, cada Estado tiene competencia exclusiva para dictar su legislación. De esta forma establece según sus propios intereses y necesidades.
En relación a la nacionalidad de la mujer casada, son varias las legislaciones, en el caso de que una pareja tenga nacionalidades diferentes antes del matrimonio, que establecen la probabilidad de que a la mujer se le imponga automáticamente la nacionalidad del marida, debido a que algunas niegan al marido la nacionalidad de la mujer, y viceversa, salvo que se cumplan ciertas condiciones. No obstante, hoy, gracias a los convenios de relaciones con la materia, y a los Estados Miembro que se han adherido y los han ratificado, se da facilidad para que la mujer adquiera la nacionalidad del hombre, siempre y cuando se base en su libre decisión y disposición, dejando atrás la obsoleta imposición. 

El artículo 2 de la Convención sobre la nacionalidad de la mujer casada establece que, el hecho de que uno de los nacionales adquiera, voluntariamente, la nacionalidad de otro Estado o que, por el  contrario, renuncie a su nacionalidad, no impedirá que el cónyuge conserve la nacionalidad que posee. 
El citado convenio, de 1957,  establece que cada Estado contratante conviene en que una extranjera casada con uno de sus nacionales podrá, si así lo quiere, adquirir la nacionalidad de su marido beneficiándose de un procedimiento privilegiado especial de naturalización. En otras palabras, este convenio establece la nacionalidad independiente de la mujer casada, de manera que ésta tiene la posibilidad de conservar su nacionalidad, lo que implicará, en su caso, que los diferentes miembros de la unidad familiar pueden tener diferentes nacionalidades así como en sus derechos de entrada y salida.  
La nacionalidad es importante para la seguridad personal. Antes, la mujer perdía su nacionalidad al casarse, por fidelidad al Estado de su marido, lo que generaba una situación de conflicto si ambas nacionalidades eran diferentes. En esta esfera ha cobrado importancia la noción de nacionalidad, como consecuencia de que no se ha observado la identidad pública de la mujer, sino su identidad privada de pertenencia a la esfera del marido, por tanto a su propia nacionalidad.
La mujer no nacional ha tenido una absoluta dependencia del marido hasta perder su propia nacionalidad y quedar desprotegida, pudiendo recuperarla sólo si la legislación del otro Estado se lo permitía. 
En España, debido a factores culturales, migratorios, sociales, y políticos, se ha creado la necesidad de adaptarse a los nuevos contextos, de manera que se ha hecho aconsejable revisar el Derecho de Familia. La normativa española siempre ha avalado el criterio del principio de unidad familiar, lo que ha conllevado consecuencias en la nacionalidad de la mujer, a su favor, en los últimos años, otorgándole cierto criterio y capacidad decisoria a la hora de modificar, mantener y conservar la nacionalidad (recordar que el Convenio de Montevideo de 1933 iguala a ambos sexos en el ámbito de la nacionalidad)

En su evolución el Código Civil de 1889, vigente actualmente, ha pasado por diversas modificaciones, en su redacción, adaptándose a las realidades actuales. En el 1889 se aplicaba el criterio que establecía que la mujer casada seguía la condición y nacionalidad de su marido, en base al principio de unidad familiar. En el año 1931 se dice que la extranjera casada con un español, conservará la nacionalidad de origen o adquirirá la de su marido, previa opción y según los Tratados Internacionales (es decir, podía incluso quedarse sin ninguna nacionalidad si el marido era apatrida). 

En el año 1975 se dispone que el cónyuge extranjero pueda adquirir la nacionalidad española por razón de matrimonio, si expresamente opta por ella, que no obstante podía ser denegada por motivos de orden público. En el 1987 se produce una sustancial equiparación de la mujer casada con la otra parte contrayente, es decir con la persona del marido. 
Actualmente, mediante el matrimonio puede optar y adquirir nacionalidad española tanto la apátrida casada con español como la extranjera casada con español. No importa que el extranjero no resida, ni haya residido nunca en España, ni se exige que conozca la lengua española, ni que esté adaptado a la cultura y estilo de vida españoles. No es necesario que el cónyuge español lo sea por nacimiento: basta que lo sea por cualquier causa (opción, residencia, carta de naturaleza). Debe tenerse en cuenta que el matrimonio ha de ver de verdad y sentido, no convenional y/o interesado.
En relación a lo anteriormente dicho, el matrimonio, por si sólo, no modifica la nacionalidad de los cónyuges de manera automática, pudiendo conservar la mujer su nacionalidad de origen. En otras palabras, ni el matrimonio, ni su disolución afectarán a la nacionalidad del marido, de la mujer ni de sus hijos, por su sola concurrencia y existencia. 
El artículo 11.1 de la Constitución Española de 1978 se limita a establecer que la nacionalidad se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley. De esta manera, se remite a lo que vayan a establecer las leyes y directrices en la materia.  El artículo 11.2 de la citada norma suprema, posibilita la doble nacionalidad, a la vez que establece que ningún español de origen puede ser privado de su nacionalidad, sin perjuicio de que pueda perderla, voluntariamente, según lo establecido con la ley. 
El artículo 42 de la Constitución Española establece que el Estado velará, especialmente, por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores españoles en el extranjero, y orientará su política hacia su retorno, lo que representa una manera de proteger la nacionalidad como derecho fundamental reconocido. 
Por otro lado, introduciendo el criterio de la residencia, que también permite adquirir la nacionalidad española, el artículo 22.3 del actual Código Civil, que establece los foros en el ordenamiento interno, tiene como finalidad asentar el término y efecto de la  residencia, de manera que la misma sirva de base para la adquisición de la nacionalidad española; dicha residencia  ha de ser efectiva, legal y continuada. 
En relación a los hijos, el artículo 17.3 del Código Civil establece que serán españoles de origen, por un lado los nacidos de padre o madre españoles, por filiación o nacimiento del hijo en España, y por otro lado, cumplidos los 18 años de edad, el interesado, en su caso, tendrá derecho a optar por la nacionalidad española de origen en el plazo de dos años a contar desde aquella determinación. En el caso de que el progenitor ostentara dos nacionalidades, si una de ellas es española, sus hijos serán españoles por ius sanguinis.
Debe tenerse en cuenta también el artículo 19.2 del Código Civil, en cuanto que el extranjero menor de dieciocho años adoptado por un español adquiere, desde la adopción, la nacionalidad española de origen. Asimismo, si el adoptado es mayor de dieciocho años, podrá optar por la nacionalidad española de origen en el plazo de dos años a partir de la constitución de la adopción. 
En el año 2014 entrará en vigor la siguiente disposición: “Los hijos de españoles que no nacieron en España, pues sus padres y abuelos emigraron del país en el pasado, tendrán la posibilidad de adquirir la nacionalidad española”, modificándose el actual sistema de adquisición de la nacionalidad española. 

El artículo 20, modificado por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, establece que “Tendrán derecho a optar por la nacionalidad española las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad de un español: Aquellas cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”. Debe tenerse en cuenta la Ley 40/2006, de 14 de diciembre, sobre el estatuto de la ciudadanía española, en el exterior. 
La normativa, ha avanzado hacia un término de igualdad y garantía a la vez que se adapta al nuevo contexto de las nuevas familias, pero, no obstante internamente la discriminación persiste, sin ser una cuestión de ley, sino más de ética y respeto. Ello requiere la aplicación de buenas prácticas y medidas, tales como: 
· Reforzar la cooperación entre las autoridades competentes de los Estados miembros a través del intercambio de información y estadísticas de la situación de desigualdad real, en cada uno de los países parte.

· Respetar las disposiciones nacionales y de la Unión Europea en la materia relacionada. 
· Establecer convenios estrictos y especializados que unifiquen los criterios de la nacionalidad, no sólo como un vínculo con el Estado, sino como un Derecho fundamental por el hecho inherente de ser persona.

· Dar sentido al principio de Igualdad y reforzarlo.

· Implicar a todos los órganos y actores públicos, privados, colectivos, individuales, incluido a los más pequeños, que son los primeros que aprenderán por imitación el significado de libertad, derecho y respeto.
· Reforzar el interés por la esfera personal que afecta a la relación que ésta/éste (hombre/mujer) mantendrá con su país de origen y destino.

· Combatir toda forma de discriminación proyectada hacia la mujer extranjera para que sea aceptada en cada régimen y situación social de manera natural.
· Coordinar los factores de protección en contraposición con los de riesgo, desde la educación y la formación en términos de equidad.

· Crear  redes de contacto y asociaciones, que tengan por objeto la cooperación y el intercambio de buenas prácticas, a la vez que aseguran la viabilidad y efectividad de un flujo de información homogénea.
· Sensibilizar a la sociedad y a los gobiernos que la igualdad abarca mucho más que el trato personal o laboral, de manera que la equidad empieza desde la simple pertenencia al Estado del que la persona forma o vaya a formar parte, en base a las relaciones que vayan a intercambiarse y/o establecerse.
· Tratar a la mujer como ciudadana, ya que el término de la ciudadanía permite avanzar en el reconocimiento de plenos derechos de participación cívica, económica, política, social, y cultural de la población inmigrada, considerando a la mujer como una ciudadana y no como una extranjera casada con un ciudadano nacional.
